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DERECHO A LA ETNOEDUCACIÓN / SUPERVISIÓN DE PROYECTO EDUCATIVO INDÍGENA. [E]l promotor de la acción desde hace cuatro años atrás está solicitando la construcción de una escuela para los niños de la comunidad Bajo Embordó y que a pesar de las constantes solicitudes que le ha formulado para que allí se practique una visita técnica, con el fin de determinar sus necesidades, aún no se realiza. También que entre el departamento de Risaralda y el Cabildo Mayor Unificado del Resguardo Indígena Chamí del Río San Juan, se suscribió un contrato interadministrativo con el objeto de realizar mantenimiento y dotación a las sedes educativas del municipio de Pueblo Rico. Sin embargo, de tales beneficios no resultó favorecido el colegio de la comunidad Bajo Embordó, pues además de que ninguna prueba se aportó al respecto, los recursos de ese contrato fueron destinados para otras escuelas del Resguardo Embera Chamí, de acuerdo con lo advertido por la Secretaria Departamental de Educación en su impugnación. En estas condiciones, considera la Sala, tal como lo dedujo la juez de primera instancia, que las Secretarías de Educación y de Infraestructura, lesionaron el derecho a la educación de la comunidad Bajo Embordó. 
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Acta No. 458 del 1º de septiembre de 2017

Expediente No. 66045-31-89-001-2017-00053-02
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la Secretaria de Educación Departamental de Risaralda, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, el 12 de julio último, en la acción de tutela que instauró el señor Francisco Javier González Uazorna, en representación de los estudiantes de la sede educativa Bajo Embordó de Pueblo Rico
, contra la Gobernación de Risaralda, a la que fueron vinculados la recurrente, la Secretaría de Infraestructura Departamental, el Resguardo Indígena del Municipio de Pueblo Rico y el Cabildo Mayor Unificado del Resguardo Indígena Chamí sobre el Río San Juan.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 En respuesta a la solicitud que elevó el 27 de mayo de 2013, en procura de obtener la adecuación de albergues para los niños del colegio Dokabu, la Secretaría de Infraestructura Departamental le informó que ese proyecto no estaba incluido en los programas de la Secretaría de Educación y que se le daría atención con posterioridad.   
1.2 El 11 de agosto de 2014 el Secretario de Educación y la Directora Administrativa y Financiera de la Gobernación de Risaralda, manifestaron que dicha petición sería tenida en cuenta al momento de agendar las visitas técnicas con el personal de apoyo respectivo. 
1.3 El 10 de marzo de 2016 se solicitó cita personal con el señor Gobernador, petición a la que no se dio respuesta por escrito. 
1.4 Por medio de escrito del 11 de julio siguiente, se requirió nuevamente al Secretario de Infraestructura con el fin de que programara la visita técnica para la evaluación de construcción de escuela. En respuesta, dicho funcionario le indicó que ya había sido designada una ingeniera para llevarla a cabo.  
1.5 Tal solicitud se reiteró al Director Administrativo y Financiero de la Secretaría de Educación Departamental el 30 de septiembre, esta vez se especificó que la visita se requiere para obtener la construcción de un aula de clases y el suministro de sillas para los niños de la comunidad Embera Chamí.

1.6 Dicho funcionario se pronunció para indicar que no se podía acceder a dicha petición porque para esta vigencia los recursos de la Secretaría en materia de infraestructura se destinaron para la implementación del programa de jornada única.

1.7 De forma verbal le indicaron que debía enviar “fotos y la lista de alumnos”. 
1.8 Citó normas que regulan el servicio a la educación y de su alcance respecto de la población indígena.
2. En la corrección de la demanda se pudo conocer que el accionante hace parte del resguardo indígena unificado Embera Chamí, tiene la calidad docente de esa comunidad y es padre de dos menores que estudian en la Sede Educativa Bajo Embordó; que la entidad demandada ha resuelto de forma negativa las solicitudes que ha elevado, porque, según le indican, no existe presupuesto para acceder a ellas; que nunca se han realizado las visitas técnicas prometidas y que el derecho que encuentra lesionado es a la educación y pide se garantice el acceso a instalaciones académicas adecuadas. 
3. Para la protección del derecho que considera vulnerado solicita se ordene a la entidad accionada a) llevar a cabo visita técnica de evaluación en la Sede Educativa Bajo Embordó; b) construir un aula de clase para los grados cuarto y quinto; c) mejorar las instalaciones existentes; d) dotarla de baterías sanitarias y e) prevenir para que en ningún caso se vuelva a incurrir en los hechos que dieron origen a la tutela.




A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Luego de subsanada la tutela, por auto del 4 de mayo último se admitió, se decretaron pruebas y se ordenó vincular a las Secretarías de Infraestructura y de Educación Departamental de Risaralda. Posteriormente se dispuso hacerlo respecto del  Resguardo Indígena del Municipio de Pueblo Rico.
2. En el trámite de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:
2.1 El Secretario de Infraestructura ejerció su derecho de defensa, por medio de apoderada, para manifestar que: a) con ocasión a la solicitud elevada por el actor el 29 de mayo de 2013, tendiente a obtener la construcción de un aula y dos albergues en la comunidad Bajo Embordó, esa entidad se pronunció por medio de oficio del 21 de junio siguiente en el cual le informó que la Secretaría de Educación Departamental y la Unidad de Reparación de Víctimas en conjunto con la comunidad indígena, localizaron las sedes educativas que requieren intervención, sin que entre estas se señalara aquella. Sin embargo, será incluida en el listado de instituciones que requieren atención, de acuerdo con la disponibilidad presupuestal; b) de igual forma, la petición del 10 de marzo de 2016 fue resuelta por oficio del 22 de abril siguiente; c) teniendo en cuenta que los encargados de llevar a cabo las visitas técnicas a la Sede Educativa han manifestado la imposibilidad de dirigirse a ese lugar por distintas razones, entre ellas la presencia de grupos armados en la zona, mediante oficio del 18 de octubre del año pasado, se requirió al actor para que allegara información sobre la cantidad de alumnos, el permiso de la autoridad indígena para destinar el lote ubicado en el resguardo para la construcción del aula y el horario permitido, la disponibilidad de personal y los costos para trabajar en la obra y d) se ha solicitado a la Secretaría de Gobierno adelantar las gestiones necesarias para autorizar el acompañamiento de la fuerza pública, con el objeto de practicar la vista solicitada.
Por tanto, la entidad que representa ha dado respuesta a los requerimientos del actor y agotado todos los mecanismos administrativos para poner a disposición el personal necesario para la práctica de la visita técnica, la que no se ha podido realizar por circunstancias ajenas a esa Secretaría.
2.2 La Secretaria de Educación Departamental de Risaralda indicó,  luego de referirse al alcance del derecho a la educación de los niños, que la Gobernación de Risaralda ha adoptado un programa de mejoramiento de la atención académica para los grupos prioritarios. En cumplimiento de este plan gubernamental, el ente territorial, para la vigencia 2016, suscribió con el resguardo indígena del municipio de Pueblo Rico, convenio por la suma de $550.000.000, con el fin de formar, capacitar, dotar, reparar e implementar el “PEC”
 “en la administración educativa de las autoridades y organizaciones… del sistema educativo indígena propio”. Para el caso de la infraestructura del Bajo Embordó, explicó que el respectivo resguardo, dentro de las propuestas presentadas en el año 2016, propuso la de construcción y reparación de la infraestructura escolar y ellos priorizaron dichas actividades “por lo cual, frente al estado de la sede en estudio, se suponía que dicha sede debía ser impactada con los recursos entregados, pues si ha sido tanto el clamor de esa comunidad… debía el resguardo darle prioridad a dicha sede”. Además, la Secretaría de Educación solo tuvo conocimiento de las dificultadas de la sede educativa con motivo de la presentación de la tutela y reitera que las mismas han debido ser intervenidas por el resguardo de conformidad al convenio suscrito.
Finalmente, dijo que la Secretaría no ha vulnerado los derechos invocado por el actor, ya que ha garantizado la prestación del servicio de educación, con la disposición de los docentes necesarios para cubrir la demanda académica. No obstante, en cuanto al tema de la infraestructura, no se cuenta con los recursos necesarios para atender dicha situación, máxime que, como dijo, el reguardo no realizó la inversión programada. Además, al tratarse de una cuestión índole económica, escapa a la competencia del juez de tutela y solciita se declare su improcedencia. 
3. La sentencia proferida por el juzgado de conocimiento, el 17 de mayo pasado, fue declarada nula por esta Sala mediante auto del 28 de junio siguiente, porque dejó de integrarse el contradictorio con el Cabildo Mayor Unificado del Resguardo Indígena Chamí sobre el Río San Juan, a pesar de que esa autoridad, por medio de su representante legal, suscribió el contrato interadministrativo, cuyo supuesto incumplimiento dio origen a la acción de amparo.

4. Luego de rehecha la actuación, con la vinculación omitida, el 12 de julio se dictó sentencia en la que se concedió el amparo solicitado y para proteger el derecho fundamental a la etnoeducación de la comunidad estudiantil del Bajo Embordó, se ordenó a la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda ejercer, en el término de 48 horas, vigilancia y control al convenio interadministrativo No. 0826 del 23 de agosto de 2016; en caso de que con ocasión al mismo no se hubiere llevado a cabo ninguna gestión para beneficiar a la sede educativa del Bajo Embordó, las Secretarías Departamentales de Infraestructura y de Educación y el representante legal del Cabildo Unificado del Resguardo Indígena Chamí sobre el Río San Juan, realizarán los trámites necesarios para surtir la consulta a la comunidad sobre las necesidades de esa sede académica y hacer la visita técnica para determinarla, efecto para el cual les concedió el término de un mes, contado desde el momento en que venciera aquel primer lapso. Verificado lo anterior, se procederá a suplir tales necesidades de conformidad con la Ley 715 de 2001. 
Para decidir así, empezó por señalar que como el actor acreditó  que pertenece a la comunidad indígena Bajo Embordó y que dos de sus hijos estudian en la sede educativa de la misma, goza de legitimación en la causa para actuar. También, expresó, la tienen las secretarías accionadas y el Cabildo Unificado del Resguardo Indígena Chamí sobre el Río San Juan, entidades competentes para realizar las adecuaciones solicitadas.
Luego analizó, con sustento en normas y jurisprudencia que consideró aplicables al caso, el alcance de la etnoeducación y los principios que rigen servicio educativo indígena e indicó que en este caso se encuentra acreditado que entre la Secretaría Departamental de Educación y el Cabildo Unificado del Resguardo Indígena Chamí sobre el Río San Juan, el 23 de agosto de 2016 se suscribió un contrato interadministrativo con las siguientes características: a) por valor de $500.000.000; b) con el objeto la formación, capacitación, dotación, reparación, creación e implementación del proyecto educativo indígena; c) el plazo de su ejecución no superaría el 31 de diciembre de 2016; d) la supervisión estaría a cargo del funcionario que designara la citada Secretaría y e) su liquidación se efectuaría dentro de los cuatro meses siguientes al vencimiento del citado plazo. Sin embargo, dijo, dicho ente territorial no demostró que hubiere ejercido tal vigilancia, ni allegó el acta de liquidación del mismo. Por tanto, estimó como desacertada la afirmación de esa entidad acerca de que no entendía la razón por la cual el resguardo indígena había omitido suplir las necesidades de la sede educativa del Bajo Embordó, cuando tenía la obligación de velar por la inversión de los recursos desembolsados. Si bien la población indígena cuenta con autonomía para administrar sus recursos, el Estado tiene la obligación de garantizarle el goce efectivo de sus derechos y por tanto, esas autoridades deben adelantar, coordinadamente, las gestiones necesarias para para alcanzar ese objetivo, el cual, en el caso concreto no es otro que la protección del derecho a la educación de esa comunidad indígena.  
4. Inconforme con el fallo, la Secretaria de Educación Departamental lo impugnó. A los argumentos que había planteado en la contestación de la demanda agregó que en este caso no se ha lesionado el derecho a la etnoeducación, entendido este como aquel del que gozan los grupos étnicos para garantizar la enseñanza en su lengua tradicional y su fuero autóctono, ya que el ente departamental ha garantizado a las comunidades indígenas del municipio de Pueblo Rico y en especial a la sede de Embordó que el servicio de educación sea prestado de manera continua y por docentes de su mismo resguardo, para así proteger sus costumbres. 
De otro lado, señaló que la implementación del convenio interadministrativo suscrito para formar, capacitar, dotar, reparar e implementar el PEC en la administración educativa de las autoridades y organizaciones del sistema educativo indígena, fue concedida al Resguardo del municipio de Pueblo Rico, en calidad de máxima autoridad, y fue este el que priorizó las actividades de infraestructura del citado contrato hacia el colegio Etnoeducativo Embera Chamí, las sedes Ministas, El Diamante, La Loma y Bajo San Juan, en cuya decisión la entidad territorial ninguna injerencia tiene. Además, aunque comparte lo manifestado por el juzgado de primera instancia respecto a que la Secretaría a su cargo maneja recurso propios para la inversión en infraestructura, calidad y dotación de establecimientos educativos, no se puede desconocer el esfuerzo presupuestal realizado para el mejoramiento de las instalaciones educativas por valor de $30.000.000.000 y la entrega de $550.000.000 para que el resguardo los invirtiera de la mejor manera, por tanto es inviable que por el juez de tutela se ordene responder individualmente a las necesidades que requiera cada sede educativa “pues los recursos del departamento no alcanzarían para suplir todas las necesidades de dichas comunidades quienes en principios (sic) son insaciables”, máxime cuando no se cuenta con recursos para acceder a la pretensión del demandante y que la decisión adoptada por el juzgado de primera instancia es de índole económica, lo cual escapa a la competencia del juez constitucional, la que se limita a la protección de derechos fundamentales, sin que sea este el caso ya que es inexistente cualquier vulneración de los mismos.    
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar, en primer lugar, si en este caso procede la tutela para ordenar a las entidades demandadas adelantar las gestiones necesarias para adecuar las instalaciones de la Sede Educativa Bajo Embordó; en caso positivo, se establecerá si las entidades accionadas al negarse a proceder en tal forma lesionaron derechos fundamentales que sean menester proteger.

3. Como es sabido la acción de tutela es un mecanismo especial de carácter subsidiario, al cual se puede acudir cuando no existan otros medios de defensa judiciales para debatir la cuestión o cuando estos carecen de la suficiente eficacia para proteger los derechos fundamentales desprotegidos.
Teniendo de presente lo anterior, en principio, las controversias que surjan con ocasión a la construcción, adecuación o dotación de sedes educativas para la población indígena y la ejecución de planes estatales dirigidos a realizar tales objetivos, escapan a la competencia del juez de tutela, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción contencioso administrativa. 
No obstante, la Corte Constitucional de vieja data ha sostenido una línea jurisprudencial consistente en que si el acceso al derecho a la educación de las comunidades indígenas se obstaculiza por la inejecución presupuestal para la formalización de programas instituidos para garantizar tal derecho, la tutela procede de forma excepcional para materializarlos.
Así por ejemplo, ha dicho: 

“Jurisprudencialmente se ha considerado que la tutela no puede ser el instrumento útil para disponer el cumplimiento de ciertas obligaciones por las entidades públicas, si ello supone una intromisión en decisiones que sólo a ellas les compete y que, por consiguiente, su adopción entraña un determinado grado de discrecionalidad. De admitirse tal injerencia se llegaría indudablemente a una injustificada interferencia en la autonomía de las ramas u órganos públicos afectados y, como resultado obvio, a coadministrar o codirigir las actividades de tales instituciones, quebrantándose de este modo el principio de separación de funciones de los diferentes órganos del Estado que consagra el artículo 113 de la Constitución Política.

Por lo anterior se ha considerado improcedente, entre otras determinaciones, que el juez imponga a la Administración el desembolso forzado e inmediato de partidas asignadas en el presupuesto de gastos, porque ello supondría coartar el espacio de discrecionalidad que la Constitución y la ley le confieren al ejecutivo para ejecutar el presupuesto, teniendo en cuenta que en tal operación intervienen variables determinantes como la priorización del gasto público y la disponibilidad de recursos, es decir, razones de oportunidad y conveniencia que inciden en el desembolso de apropiaciones fiscales.

…
Con todo, y en consideración a la naturaleza del derecho que se protege, cuando la inejecución presupuestal resulta ser la consecuencia de la desidia oficial, y se vulneran o amenazan los derechos fundamentales, se considera jurídicamente viable acudir a la tutela como un medio expedito para obtener la ejecución de apropiaciones presupuestales y satisfacer las inversiones o actividades financiadas por el Estado, porque en tales condiciones los afectados carecen de un medio ordinario para alcanzar tales objetivos.

…
En el caso sub-lite, están en peligro de perderse unos auxilios especiales destinados a la educación de las comunidades indígenas del Valle del Cauca, porque no se ha cumplido con el requisito de celebrar  un  convenio interadministrativo entre la Gobernación y el Ministerio de Educación Nacional, a través del cual se regularice el manejo de los recursos para que puedan ser  incorporados al presupuesto regional, como se observa en el oficio SP-1929 de junio 24 de 1996 enviado al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca por el representante de la Ministra de Educación ante el Departamento del Valle del Cauca.

… 

Se tiene entonces, que los organismos responsables de girar y aplicar los recursos del auxilio fueron inferiores a sus responsabilidades e incurrieron, por sus omisiones injustificadas, en el desconocimiento de los derechos fundamentales de las comunidades indígenas asociadas en la persona jurídica que impetra la tutela. En efecto:

De las pruebas allegadas se establece que el Ministerio como el Departamento tratan de disculparse por no haber cumplido con la aludida formalidad, descargándose mutuamente la responsabilidad, lo cual es inadmisible porque han transcurrido mas (sic) de 6 meses, tiempo mas (sic) que suficiente, para que los referidos organismos pudieran haber satisfecho dicha formalidad.

Lo expuesto permite clarificar los efectos negativos que la conducta de los organismos demandados provocaron y que se refleja, como es evidente, sobre la omisión del desarrollo de las actividades educativas programadas en beneficio de los niños del Departamento del Valle del Cauca, pertenecientes a las comunidades indígenas que la peticionaria asocia. Es asi (sic) como los niños beneficiarios del programa no recibieron la capacitación respectiva durante la oportunidad correspondiente, esto es, durante los meses de junio a julio del presente año; pero igualmente corren el peligro de que tampoco puedan recibir dicha capacitación a fines del segundo semestre, si no se diligencia rápidamente el convenio aludido.

Todo ello entraña, a juicio de la Sala, el quebrantamiento de los derechos fundamentales que se invocan en beneficio de las comunidades indígenas que la peticionaria asocia, particularmente de los niños que de ella hacen parte.”
 

Más recientemente esa misma Corporación, expresó que:
“4.2. Sin embargo, para resolver la controversia planteada, si bien el accionante cuenta con otro mecanismo de defensa judicial, como lo es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción contencioso administrativa, este no resulta eficaz para la protección de los derechos fundamentales invocados como vulnerados. Lo anterior, obedece a dos circunstancias concretas: en primer lugar, las comunidades indígenas son sujetos de especial protección constitucional, debido a la exclusión y discriminación histórica que han sufrido, por esto, la Corte Constitucional ha dicho que por regla general la acción de tutela es procedente cuando se interpone por comunidades indígenas…

La segunda circunstancia que da relevancia constitucional al caso concreto, y que hace procedente la presente acción, es que las obligaciones adquiridas por la institución educativa se causan periódicamente, por lo que el lapso que tarde en resolverse el proceso ante quien en principio sería el juez natural, implica que la institución educativa no recibirá recursos... Afectando con ello la atención de la demanda educativa de los estudiantes matriculados en la institución y el desarrollo de los valores relacionados con la identidad cultural y étnica, cuya protección tiene un origen constitucional, en el marco de la creación y puesta en funcionamiento del Sistema Educativo Indígena Propio, SEIP.”
 
Tomando como referencia tales precedentes, en este caso se cumple el requisito de procedencia de la acción de tutela no solo porque se alega una omisión por parte de la entidad territorial en la ejecución de los programas necesarios garantizar la adecuada prestación del servicio de educación de la comunidad Embera Chamí, sino porque los titulares de los derechos que se dicen vulnerados son niños pertenecientes a ese reguardo indígena, quienes, por tanto, son beneficiarios de una doble protección constitucional.
Superado el anterior presupuesto, procede la Sala a analizar de fondo la cuestión.

4. Las pruebas incorporadas al proceso y que reposan en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:

4.1 El 29 de mayo de 2013 el accionante Francisco Javier González Uazorna solicitó a la Secretaría de Infraestructura Departamental de Risaralda, entre otras cosas, información sobre la construcción de un aula de clases en la comunidad Bajo Embordó
.
4.2 La titular de esa entidad se pronunció para indicarle que la Secretaría de Educación Departamental y la Unidad de Reparación Integral a las Víctimas, en cooperación con la comunidad indígena, focalizaron los colegios que requieren intervención, sin que entre ellos se consignara aquel. No obstante, el mismo sería incluido en la lista de sedes educativas que necesitan atención, de conformidad con la disponibilidad presupuestal
.   

4.3 Mediante oficio del 11 de agosto de 2014 el Secretario de Educación Departamental y la Directora Administrativa y Financiera de la Dirección Administrativa, le manifestaron que su petición de verificación a la citada comunidad, sería tenida en cuenta al momento de agendar las visitas técnicas del caso
. 

4.4 En escrito recibido el 10 de marzo de 2016, el actor solicitó cita personal con el señor Gobernador para ponerle al tanto de la situación de los estudiantes del Resguardo Unificado Embera Chamí y pedirle la construcción prioritaria de una aula en la comunidad del Bajo Embordó para atender veinticinco alumnos de los grados cuarto y quinto, así como cuarenta pupitres. Lo anterior porque a pesar de las reiteradas peticiones que ha elevado, aún no se habían adecuado las instalaciones de forma tal que se garantice a los menores una educación en óptimas condiciones
.   
4.5 El Secretario de Infraestructura del Departamento, respecto de esa petición, dijo que se tiene conocimiento de la necesidad planteada y le reiteró que esa institución va a ser incluida en el listado de solicitudes de atención pendientes para así, luego de elaborado el plan de desarrollo, priorizar los proyectos de viabilidad de la visita técnica para la ejecución de los mismos, de acuerdo con la disponibilidad presupuestal
. 
4.6 El 23 de agosto de 2016 la Secretaria de Educación Departamental y el representante legal del Cabildo Mayor Unificado del  Resguardo Indígena Chamí del Río San Juan suscribieron contrato interadministrativo por valor de $500.000.000 para apoyar a la población indígena en lo concerniente al sector educativo en el municipio de Pueblo Rico. Las partes se obligaron, entre otras cosas, a inventariar la infraestructura, dotación y mobiliario de las tres instituciones indígenas y realizar en ellas los mantenimientos necesarios y dotarlos de los materiales de uso recurrente. Se estipuló además que el plazo de su ejecución no superaría el 31 de diciembre de 2016, que su supervisión estaría a cargo del funcionario que designara la citada Secretaría y que su liquidación se efectuaría dentro de los cuatro meses siguientes al vencimiento del citado lapso
. 
4.7 El demandante solicitó el 11 de julio de 2016
 y el 30 de septiembre siguiente
, en su orden, al Secretario de Infraestructura y al Director Administrativo y Financiero de la Secretaría de Educación Departamental, programar la “visita técnica para la evaluación de construcción de escuela”. 

4.8 El primero de esos funcionarios le contestó que ya había sido designada una ingeniera para adelantar esa visita
, pero el segundo dijo que no se podía acceder a su petición porque la Secretaría de Educación había destinado los recursos de ese ente territorial a la implementación del programa de jornada única
.

4.9 Por oficio del 18 de octubre siguiente el Secretario de Infraestructura y el Director Técnico de la misma Secretaría, requirieron al actor para que informara la cantidad de alumnos a atender, si existe autorización del Gobernador Indígena para intervenir el predio donde se levantaría el aula de clases, el horario permitido para la construcción, las restricciones correspondientes, la disponibilidad de personal para contratar y los costos de la obra. Además para que allegara el registro fotográfico del lugar
.
5. Surge de las anteriores pruebas que el promotor de la acción desde hace cuatro años atrás está solicitando la construcción de una escuela para los niños de la comunidad Bajo Embordó y que a pesar de las constantes solicitudes que le ha formulado para que allí se practique una visita técnica, con el fin de determinar sus necesidades, aún no se realiza.
También que entre el departamento de Risaralda y el Cabildo Mayor Unificado del Resguardo Indígena Chamí del Río San Juan, se suscribió un contrato interadministrativo con el objeto de realizar mantenimiento y dotación a las sedes educativas del municipio de Pueblo Rico. Sin embargo, de tales beneficios no resultó favorecido el colegio de la comunidad Bajo Embordó, pues además de que ninguna prueba se aportó al respecto, los recursos de ese contrato fueron destinados para otras escuelas del Resguardo Embera Chamí, de acuerdo con lo advertido por la Secretaria Departamental de Educación en su impugnación. 
En estas condiciones, considera la Sala, tal como lo dedujo la juez de primera instancia, que las Secretarías de Educación y de Infraestructura, lesionaron el derecho a la educación de la comunidad Bajo Embordó. 
Sobre el alcance de ese derecho aplicado a las comunidades indígenas la Corte Constitucional expresó:

 
“Lo anterior exige una educación que tenga en cuenta el ambiente, los procesos sociales y culturales, y la cosmovisión propia de cada grupo étnico. La misma ley estableció los principios específicos a los que deben ajustarse estos procesos educativos, entre los que se encuentran: integralidad, interculturalidad, diversidad lingüística, participación comunitaria, flexibilidad y progresividad. Siguiendo lo dicho por la Corte Constitucional en la sentencia T-514 de 2012, se resaltarán algunos de estos principios básicos de la etnoeducación:

 

“Participación comunitaria. Para la adopción de alguna decisión que afecta al servicio de educación de las comunidades étnicas, tal medida ha de ser consultada con la respectiva colectividad. Como se propuso desde la misma creación de la Constitución, se debe promover la participación de los miembros de la comunidad y el diálogo de la misma en las decisiones que los afecten, como manera de resolver aquellas diferencias culturales que pudieren surgir. La reglamentación de la ley general de educación, ha señalado en este sentido que la participación comunitaria es entendida como “la capacidad de los grupos étnicos para orientar, desarrollar y evaluar sus procesos etnoeducativos, ejerciendo su autonomía” (Literal d del artículo 2 del Decreto 804 de 1995).

 

“Progresividad. Este mandato hace referencia a que los procesos de diálogo e interacción cultural que se requieren previamente, para su cabal desarrollo toman tiempo. En este sentido son necesarios tanto espacios de participación, como tiempo para poder adelantar las conversaciones que sean necesarias, antes de tomar las decisiones o medidas que corresponda. Por ende, los cambios y la intervención en el sistema educativo de los grupos étnicos en Colombia, no pueden ser abruptos e inconsultos. Tales actos no pueden ocurrir de manera intempestiva sin el conocimiento previo de las comunidades, y sin que se hubieran podido manifestar o haber tenido oportunidades de participación. La progresividad significa también que el proceso de desarrollo de la etnoeducación no puede estancarse pues si bien la progresividad significa que los avances requieren tiempo, también implica que generan nuevos desarrollos. Por eso, según la reglamentación que desarrolla la ley, la progresividad implica “la dinámica de los procesos etnoeducativos generada por la investigación, que articulados coherentemente se consolidan y contribuyen al desarrollo del conocimiento.” (Literal g) del artículo 2 del Decreto 804 de 1995).

 
“Autonomía. El principio de autonomía de las comunidades étnicas, implica que estas tienen el derecho a gobernarse a sí mismas y determinar su propio destino. En el tema de la etnoeducación es entendida como “el derecho de los grupos étnicos para desarrollar sus procesos etnoeducativos.” (Literal c) del artículo 2 del Decreto 804 de 1995)”.
 
…
 
6.2.7. En cuanto al cumplimiento de las obligaciones generales y particulares con relación al derecho a la educación de la población indígena se han señalado como derechos que el Estado debe proteger, lo siguiente: asequibilidad, cuyo contenido prescribe el derecho de las comunidades étnicas a crear sus propias instituciones y medios de educación (OIT-169, art. 27.3), accesibilidad, es decir, el derecho de los pueblos indígenas de adquirir una educación a todos los niveles (OIT-169, art. 26), aceptabilidad, el derecho de los grupos étnicos a que la educación sea culturalmente aceptable y de buena calidad (OIT-169, art. 2) y, adaptabilidad, es decir, la necesidad de que la educación que se otorgue a los grupos étnicos respete y desarrolle su identidad cultural, su historia, sus conocimientos y técnicas, sus sistemas de valores y todas sus demás aspiraciones sociales, económicas y culturales a fin de responder a sus necesidades particulares (OIT-169, art. 27.1).” 

En el caso concreto, se puede concluir que las entidades demandadas desconocieron los principios de accesibilidad y de aceptabilidad pues al abstenerse de realizar las visitas, tantas veces solicitadas, para determinar el grado de necesidad en que se encuentra la citada sede educativa y de supervisar la ejecución del convenio suscrito, ha impedido que la comunidad estudiantil del Bajo Embordó reciba un servicio educativo en condiciones dignas.

La Sala no comparte los argumentos planteados por las Secretarías de Educación e Infraestructura para solicitar se negara el amparo, por las siguientes razones: a) el hecho de que tal colegio cuente con prestación ininterrumpida del servicio de educación, no garantiza que este derecho se encuentre plenamente satisfecho, pues para ese efecto se requiere además que su planta física y que los elementos académicos que posea, tengan las condiciones suficientes para que cada alumno puede desarrollar dignamente su proceso académico, de las cuales carece; b) el difícil acceso que tiene esa localidad por problemas de orden público, no puede constituir justificación para que la administración tarde aproximadamente cuatro años en realizar las correspondientes visitas técnicas, pues durante todo ese lapso ha debido adelantar las gestiones pertinentes para acudir hasta ese lugar con ayuda de la fuerza pública o agotar otros trámites que considerara pertinentes para solucionar el caso; c) la circunstancia de que la Secretaría de Educación haya conocido de las dificultades solo a través de esta tutela, demuestra su falta de diligencia a la hora de llevar el control de las instituciones educativa a su cargo; d) no constituye justificación suficiente lo advertido sobre que el Resguardo del municipio de Pueblo Rico fue el encargado de distribuir los recursos destinados por cuenta del convenio interadministrativo ya mencionado, pues, como ya se dijo, el ente territorial tenía la responsabilidad de vigilar la materialización de ese contrato y si fuera del caso adelantar las gestiones necesarias para priorizar esos gastos en las comunidades que presentaran mayor necesidad y e) la carencia de presupuesto para la ejecución de las obras de intervención que requiere la escuela, hace evidente la falta de planeación de recursos por parte de las Secretarías accionadas ya que, se reitera, desde el año 2013 el actor puso en conocimiento las necesidades del colegio y si bien se dijo que la sede educativa sería incluida en el listado de instituciones que requieren atención, hasta la fecha no se han adelantado tales gestiones.
6. Por las razones expuestas, el Tribunal no encuentra motivos para revocar la sentencia objeto de revisión porque las medidas adoptadas para proteger el derechos vulnerados, relativas a que por la Secretaría de Educación se adelante la vigilancia contractual omitida y en caso de que no se hubiere realizado ninguna intervención en la tantas veces mencionada sede educativa proceda, junto con la Secretaría de Infraestructura y el Cabildo Mayor Unificado del Resguardo Indígena Chamí sobre el Río San Juan, entidades competentes para realizar las adecuaciones solicitadas, a realizar consulta previa con la comunidad, esta de conformidad con los principios participación comunitaria y autonomía descritos en la última jurisprudencia transcrita, y las visitas técnica de rigor para, luego de establecidas sus necesidades, suplirlas de conformidad con la Ley 715 de 2001, se consideran acertadas.
7. En conclusión, el fallo impugnado se confirmará.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 
PRIMERO: Confirmar la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, el pasado 12 de julio, en la acción de tutela que instauró el señor Francisco Javier González Uazorna, en representación de los estudiantes de la sede educativa Bajo Embordó de Pueblo Rico, contra la Gobernación de Risaralda, a la que fueron vinculados las Secretarías de Educación y de Infraestructura Departamental de Risaralda, el Resguardo Indígena del Municipio de Pueblo Rico y el Cabildo Mayor Unificado del Resguardo Indígena Chamí sobre el Río San Juan.
(Continúa parte resolutiva de sentencia de segunda instancia proferida en la acción de tutela radicada 66045-31-89-001-2017-00053-02)

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,

                  CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA

         EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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